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«La afirmación de la casacionista, en el sentido de que la Armada Nacional
no tenía competencia para cumplir funciones de policía judicial, no admite
discusiones, pues la normatividad legal no incluye esta fuerza dentro de los
órganos autorizados para hacerlo, 1 y el ordenamiento superior tampoco lo
consiente.

Plurales han sido los pronunciamientos de la Corte Constitucional en los
que ha sostenido que la asignación de funciones de policía judicial a las
Fuerzas Militares, de la que hacen parte el Ejército, la Armada y la Fuerza
Aérea,2 está prohibida por la Carta Política, porque desnaturaliza la
estructura y objetivos esenciales de dicha fuerza y contraría la prohibición
contenida en su artículo 213.3

Pero esto no significa, como lo entiende la casacionista, que las actividades
realizadas por los miembros de la Armada Nacional o cualquier otro órgano
de las Fuerzas Militares, en ejercicio del deber de protección de las personas,
o de la preservación del orden público y la convivencia ciudadana, o de la
facultad consagrada en el artículo 302 de la Ley 906 de 2004, se tornen
ilícitas o ilegales por el simple hecho de provenir de un órgano que no tiene
asignadas funciones de policía judicial.

Además de la finalidad primordial que el artículo 217 de la Constitución
Nacional le asigna a las Fuerzas Militares, de la “defensa de la soberanía, la
independencia, la integridad del territorio nacional y del orden
constitucional”, también tiene el deber de proteger a todas las personas en
su vida, honra y bienes, que el artículo 2° ejusdem le impone a todas las
autoridades de la República, y el de colaborar en forma armónica con las
demás ramas del poder público para la realización de los fines del Estado,
que el artículo 113 asigna a todos sus órganos.

Así lo ha reconocido la Corte Constitucional al sostener que una de las
finalidades básicas de las autoridades colombianas es la defensa de la

1 Artículos 201, 202 y 203 de la Ley 906 de 2004.
2 Artículo 217 C. N.
3 Sentencia C-034/93. En el mismo sentido, Sentencia C-179/94, Sentencia C-251/02 y Sentencia C-
1024/02, entre otras.



integridad nacional y la preservación del orden público y de la convivencia
pacífica, no solo porque así lo establece expresamente el artículo 2° de la
Carta, sino porque esos elementos son condiciones materiales para que las
personas puedan gozar de sus derechos y libertades.4

En cumplimiento de estas finalidades de origen también constitucional y
legal, es frecuente que las Fuerzas Militares tengan que intervenir para
prevenir o conjurar alteraciones del orden o la paz ciudadana, o repeler
actividades ilícitas, o capturar delincuentes en flagrante actividad delictiva,
y que en ejercicio de esta actividad se vean enfrentados a situaciones en las
que las circunstancias exigen realizar preventivamente funciones que
normalmente cumple policía judicial, mientras ésta asume su control.

Para la Corte es claro, por tanto, que la respuesta de la fuerza pública en
estos casos es legítima, por estar amparada en el deber de protección de las
personas y la necesidad de intervención que como autoridad le compete, que
la Constitución Nacional igualmente les asigna, tal como viene de ser
expuesto y ha sido reconocido por la jurisprudencia constitucional.

El problema jurídico se plantea alrededor de las actividades que en
desarrollo de esta facultad de respuesta adelante la fuerza pública, pues
debe entenderse que su capacidad de acción en estos casos no puede ser
ilimitada y que la legalidad o ilegalidad de las actuaciones que cumpla
dependerá de que sean respetuosas de los derechos fundamentales y de las
fronteras de competencia de los órganos de investigación.

Si invade competencias que son privativas de policía judicial, entendidas
por tales las que por su naturaleza implican una actividad investigativa,
como sería el caso de los interrogatorios, los análisis de campo, la
recolección de elementos materiales probatorios o evidencia física, el
levantamiento de planos, de registros fotográficos, las inspecciones,
etcétera, que comportan, de suyo, funciones propias de investigación con
pretensión probatoria, la actuación, en lo que tiene que ver con las
actividades desbordadas, será ilegal, como ya lo ha reconocido la Corte en
otras oportunidades. 5

Pero si las fuerzas militares se limitan a dar respuesta a una situación de
peligro, o a un llamado de ayuda, sin desplazar a los cuerpos de policía
judicial en las funciones de indagación que les son propias, como ocurre
cuando solo realizan requisas preventivas, o capturas de personas
sorprendidas en flagrante actividad delictiva, o actos de protección y
aseguramiento de los elementos probatorios y las evidencias físicas
descubiertos, mientras los órganos de policía asumen el control de la

4 C-251/02.
5 Casación 23251, sentencia de 13 de septiembre de 2006.



situación, la actuación será lícita, si se cumple dentro de los marcos de
respeto de las garantías fundamentales.

En el caso estudiado la actividad de la Armada Nacional se ubica dentro del
segundo supuesto […]».
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